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1.
El Plan de Acción de la OIT para los Trabajadores Migrantes y su Marco Multilateral
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, congregada en su 92.ª reunión, 2004, habiendo celebrado una discusión general con arreglo a un enfoque integrado y sobre la base del Informe VI, En busca de un compromiso equitativo para los trabajadores migrantes en la economía globalizada, adoptó conclusiones que incluyeron llevar a cabo un plan de acción en colaboración con otras organizaciones internacionales competentes y que comprende un marco multilateral para las migraciones laborales.

Las conclusiones de la conferencia reconocieron que un compromiso equitativo para todos los trabajadores migrantes requiere de un enfoque basado en los derechos, de conformidad con las normas internacionales del trabajo existentes y los principios de la OIT, que reconozca las necesidades del mercado de trabajo y el derecho soberano de todas las naciones a determinar sus propias políticas migratorias, incluido el establecimiento de los criterios para la entrada y para la permanencia de migrantes en el país. 

Como parte del compromiso más amplio de promover el trabajo decente, la OIT y sus mandantes están de acuerdo en que es conveniente potenciar al máximo los beneficios que pueden derivarse para todos: i) del fomento de políticas que otorguen prioridad al crecimiento económico y al empleo; y ii) de la promoción de las migraciones laborales regulares. Se ha reconocido que este  objetivo requiere el compromiso de que se adopten políticas nacionales encaminadas a lograr la igualdad de trato entre los trabajadores migrantes y los nacionales, respecto de las normas nacionales del trabajo y el acceso a las protecciones sociales aplicables, mediante la lucha contra la explotación que suelen sufrir los migrantes en situación irregular, y la promoción de los derechos humanos fundamentales de todos los migrantes. Es evidente que necesaria una cooperación más estrecha entre los Estados soberanos y los mandantes tripartitos puede contribuir a la creación de procesos de migración laboral y sistemas de protección más efectivos. 

El plan de acción arriba mencionado comprende los siguientes elementos:
· la elaboración de un marco multilateral no vinculante para un enfoque de las migraciones laborales basado en los derechos, que tenga en cuenta las necesidades de los mercados de trabajo y que proponga directrices y principios para la formulación de políticas basadas en las prácticas óptimas y en las normas internacionales;

· la identificación de las medidas útiles que deberían adoptarse para una aplicación más
amplia de las normas internacionales del trabajo y de otros instrumentos pertinentes;
· el apoyo de la aplicación del Programa Global de Empleo de la OIT en el plano nacional;
· la creación de capacidad, el fomento de la concienciación, y la asistencia técnica;

· el fortalecimiento del diálogo social;

· la mejora de la información y de la base de conocimientos sobre las tendencias
globales sobre migraciones laborales, las condiciones de los trabajadores migrantes, y la adopción de medidas eficaces para proteger sus derechos;

· los mecanismos necesarios para asegurar el seguimiento del plan de acción por el
Consejo de Administración de la OIT y la participación de la Organización en las iniciativas internacionales pertinentes sobre las migraciones.

Con objeto de prestar asistencia a los Estados Miembros en la formulación de políticas de migraciones laborales más eficaces, los mandantes tripartitos acordaron elaborar un marco multilateral no vinculante para el enfoque de las migraciones laborales basado en los derechos que tomara en consideración las necesidades de los mercados de trabajo nacionales. Ese marco se adoptó en noviembre de 2005 sobre la base de la información disponible en materia de política y prácticas óptimas de los países donde se registran migraciones internacionales; de las propuestas existentes para mejorar los beneficios económicos de la migración; de las normas internacionales del trabajo pertinentes, la Declaración relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, 1998, así como otros instrumentos internacionales pertinentes. El Marco Multilateral para las Migraciones Laborales: Principios y directrices no vinculantes para un enfoque de las migraciones laborales basado en los derechos ha resultado de particular interés para los nuevos países de origen, destino o tránsito.
El marco incluye directrices internacionales sobre prácticas óptimas, entre otros, respecto de los siguientes temas:

· la consideración de las necesidades del mercado de trabajo y de las tendencias demográficas en los distintos países, mediante la ampliación de los canales para las migraciones laborales regulares;

· la promoción de la gestión de las migraciones con fines de empleo mediante, entre otras vías, la concertación de acuerdos bilaterales y multilaterales entre países de acogida y de origen que aborden los distintos aspectos de las migraciones, como los procedimientos de admisión, los flujos, la seguridad social, las posibilidades de reunificación familiar, la política de integración y los retornos;

· el fomento de la gestión de las migraciones para abordar el impacto del envejecimiento de la población en las economías nacionales, cuando resulte apropiado;

· la imposición de un régimen de licencias y su supervisión a las agencias de reclutamiento y de contratación de trabajadores migrantes, de conformidad con el Convenio núm. 181 y la Recomendación núm. 188 de la OIT, con la oferta de contratos claros y vinculantes por esas agencias;

· la promoción del trabajo decente para los trabajadores migrantes;

· la prevención de las prácticas abusivas, del tráfico de migrantes y de la trata de personas;

· la protección y la promoción de los derechos humanos de todos los trabajadores migrantes;

· la promoción de medidas para garantizar que todos los trabajadores migrantes se beneficien de las disposiciones de todas las normas internacionales del trabajo pertinentes;

· la promoción de la concienciación respecto de los derechos de los trabajadores migrantes;

· la prevención y la lucha contra la migración laboral irregular;

· la mejora de las inspecciones del trabajo y el establecimiento de mecanismos para que los trabajadores migrantes puedan presentar denuncias y buscar soluciones sin sufrir intimidaciones;

· la adopción de medidas para reducir los costos de las transferencias de remesas; la creación de incentivos para promover la inversión productiva de remesas;

· la adopción de medidas para garantizar que la legislación laboral y las leyes sociales nacionales pertinentes sean aplicables a todos los trabajadores migrantes;

· la adopción de políticas para fomentar la migración de retorno, la reintegración en el país de origen y la transferencia de capital y tecnología por los migrantes;

· la promoción de directrices para integrar la ética en el reclutamiento de los trabajadores migrantes y el estudio de enfoques mutuamente beneficiosos para garantizar la oferta adecuada de personal calificado en salud y educación que cubra las necesidades de los países de envío y de recepción, incluso a través de acuerdos bilaterales y multilaterales;

· el tratamiento de los riesgos específicos para todos los trabajadores migrantes,
hombres y mujeres, en determinados sectores y ocupaciones, haciendo especial hincapié en los trabajos no calificados, degradantes y peligrosos, y en las mujeres que
trabajan en el servicio doméstico y en la economía informal;

· el fomento de la integración y de la inclusión sociales y la reducción de la
discriminación contra los trabajadores migrantes, así como la adopción de medidas para luchar contra el racismo y la xenofobia;

· la facilitación de la transferencia de las prestaciones de la seguridad social y de otros
beneficios mediante acuerdos bilaterales, regionales o multilaterales relativos a los
migrantes regulares;

· la promoción del reconocimiento y la acreditación de las calificaciones y aptitudes de
los trabajadores migrantes, de ser pertinente, a fin de mejorar su empleabilidad.
2. Agenda de trabajo de la OIT en el Continente Americano sobre trabajadores migrantes 2006-2015
 
	El informe presentado por el Director General de la OIT, Trabajo Decente en las Américas: una agenda hemisférica, 2006-2015, en la XVI Reunión Regional Americana que se llevó a cabo en Brasilia en mayo de 2006, describe la agenda de trabajo de la OIT sobre trabajadores migrantes en la región durante el período 2006-2015.

El Objetivo principal de esta agenda es el de  mejorar el nivel de protección de los trabajadores migrantes a través de una mejor gestión de las migraciones. La OIT sostiene que los gobiernos y los actores sociales tienen un rol muy importante que jugar al:

· Mejorar el conocimiento, la medición y el análisis del tema migratorio, pues, pese a los progresos realizados en la recopilación de información sobre las remesas, no existe una información estadística actualizada y de calidad sobre los flujos y el número de trabajadores ni sobre sus características demográficas, económicas y sociales. Así, una meta concreta que se podría lograr en 2015 sería la de contar con un sistema de información estadística sobre los trabajadores migrantes en las Américas, el cual permitiría elaborar estudios para contribuir a la formulación de las políticas de gestión de las migraciones y a potenciar sus beneficios, tanto en los países de origen como en los receptores.

· Fortalecer y aplicar las normas. Para ello, se debería lograr que, en 2010, todos los países de la región hubieran ratificado los Convenios núms. 97 y 143, en los cuales se insta a la cooperación entre los Estados y a la adopción de medidas para facilitar y controlar los flujos migratorios. Estos convenios también incluyen el principio de la igualdad de trato entre los trabajadores migrantes en situación regular y los trabajadores nacionales, así como normas mínimas de protección para todos los trabajadores migrantes: asimismo, prevén la participación de los actores sociales en la formulación de políticas nacionales. Para la aplicación efectiva de estas normas, es necesario forjar alianzas estratégicas. Así, por ejemplo, se podría crear un grupo de trabajo dedicado al tema que contase con la participación de la sociedad civil y que promoviera la ratificación de los Convenios núms. 97 y 143 de la OIT, de la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares y del Convenio de Viena sobre relaciones consulares. Como mencionado en la sección anterior, la OIT formuló en noviembre de 2005, a solicitud de sus mandantes, el Marco Multilateral para las Migraciones Laborales: Principios y directrices no vinculantes para un enfoque de las migraciones laborales basado en los derechos. Este es un marco general de utilización voluntaria por parte de los Estados que ayuda a una gestión ordenada del proceso migratorio, tomando en consideración los efectos del mismo sobre los países de origen y los países receptores, así como los derechos y las obligaciones de los propios migrantes. Los gobiernos de la región, así como las organizaciones de trabajadores y de empleadores, deberían apoyar la difusión de esas reglas y, en la medida de lo posible, incorporarlas a sus propias políticas migratorias.

· Promover el diálogo social. Para 2008, se debería contar con una red regional dedicada a la promoción del trabajo decente para los trabajadores migrantes, integrada por grupos de trabajo tripartitos en los países receptores de la región y de fuera de ella. La red debería incluir a representantes de los trabajadores migrantes documentados. De hecho, se espera que esta iniciativa suscité interés, ya que, por un lado, los empleadores tropiezan con numerosos obstáculos políticos y prácticos al emplear a trabajadores extranjeros, y por otro lado, la migración también afecta a las organizaciones de trabajadores, pues los trabajadores migrantes difícilmente pueden ejercer sus derechos de asociación. Las organizaciones de trabajadores en los países de origen, a través de los contactos que mantienen con organizaciones homólogas en los países de destino, pueden ayudar a los trabajadores migrantes a obtener información sobre las oportunidades de empleo y los derechos y deberes de los trabajadores en los países de destino. Se sugiere crear un grupo de trabajo regional de diálogo social sobre los trabajadores migrantes, que se encargue de consensuar políticas de trabajo decente, migratorias y de desarrollo, y de formular recomendaciones claras sobre las líneas de actuación.

· Promover políticas que eleven al máximo la contribución de la migración al desarrollo. Cabe mencionar la necesidad de buscar incentivos que promuevan la inversión productiva de las remesas para hacer frente a la pobreza, la injusticia y la exclusión social que padecen los grupos vulnerables. Deberían considerarse mecanismos (por ejemplo, las remesas colectivas) para asignar recursos al desarrollo de proyectos y programas  que generen o incrementen la creación de empleo. Otras opciones que cabría promover son la transferencia de capital y de tecnología por parte de los trabajadores migrantes que ejercen actividades profesionales o empresariales y las iniciativas empresariales transnacionales. Aunque los costos de la transferencia de remesas han bajado, hay que seguir buscando soluciones tecnológicas y estructurales para reducirlos aún más, ya que estos son superiores al costo marginal del envío.

· Promover la incorporación de la cuestión de la migración a los procesos de integración desde un ángulo de diálogo social. A dicho efecto, la meta fijada para 2007, consiste en elaborar un plan de acción que promueva la inclusión de la cuestión de la migración con fines laborales en los procesos de integración en las Américas. Se observa que la cuestión de la migración ha tenido distintos grados de inclusión en los procesos de integración en la región
. Aunque se han producido avances y formulado declaraciones al respecto, aún queda por afrontar el reto de hacer realidad estas recomendaciones, lo cual requiere necesariamente el concurso de los países receptores. Para ello, se propone la concertación de acuerdos bilaterales y multilaterales entre países de acogida y de origen en los que se aborden distintos aspectos de las migraciones. También se propone armonizar las disposiciones relativas a la migración, las leyes y los códigos laborales en los procesos de integración, así como mejorar el intercambio de información sobre los puestos vacantes y las calificaciones requeridas para los trabajadores extranjeros.  
· Elaborar políticas de trabajo decente y de desarrollo en coordinación con los países receptores. A este respecto, existen buenos ejemplos de compromisos para respetar los derechos laborales de los trabajadores migrantes y mejorar las condiciones laborales de los mismos. En la Declaración Ministerial Conjunta de México y Estados Unidos de América acerca de los derechos laborales de los trabajadores migratorios, emitida en abril de 2002, los Ministros de Trabajo de los dos países ratificaron su compromiso de promover al máximo, en el ámbito de su competencia, el cumplimiento de las leyes laborales para proteger a todos los trabajadores
. En abril de 2005, el Gobierno Federal de Canadá anunció una iniciativa para trabajadores capacitados en el ámbito internacional, demostrando así su compromiso con la mejora de la integración de los inmigrantes en el mercado laboral canadiense
. En ese sentido, se propone que los gobiernos de los principales países de origen de trabajadores migrantes de la región cuenten en 2010 con una estrategia y un plan de acción centrados en la generación de trabajo decente para los migrantes, en coordinación con los principales países de destino. En estos planes de acción se deben contemplar, por un lado, disposiciones sobre el enjuiciamiento de quienes participen en actividades ilegales, la protección y la asistencia de las víctimas, y la coordinación de las investigaciones nacionales e internacionales; por otro lado, actividades para abordar las causas del problema en los países de origen y los canales de acceso a la migración laboral regular, y el trabajo decente en dichos países, teniendo en cuenta las dimensiones de género y de raza o etnia. Asimismo, se requieren tanto políticas que promuevan la integración e inclusión sociales y que eliminen la discriminación laboral de los trabajadores migrantes como medidas para promover el acceso a los servicios de salud de los trabajadores migrantes y sus familias y para luchar contra la discriminación y la xenofobia en caso de ser necesario, entre otras.
Por lo tanto las metas incluidas dentro de la agenda de trabajo de 2006-2015 de la OIT son las siguientes:

1. Disponer, antes de 2010, de un sistema de información estadística sobre los trabajadores migrantes que sustente la formulación de políticas en este campo.

2. Avanzar en la utilización del marco multilateral que la OIT formuló a solicitud de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) y lograr la ratificación de los Convenios núms. 97 y 143, todo ello con la finalidad de propiciar una gestión ordenada del proceso migratorio.

3. Lograr, antes de 2010, que todos los países de origen y de destino de los migrantes cuenten con una estrategia y un plan de acción para una gestión ordenada de las migraciones.


3.
Trabajo en la región

A) Consejo sobre Política Migratoria
Costa Rica- En 2001, a petición del gobierno de Costa Rica, la OIT preparó un informe consultivo con recomendaciones sobre su política migratoria. 

Costa Rica- En noviembre 2006, a petición del gobierno de Costa Rica, la OIT dio sus comentarios al Decreto Legislativo de la Ley General de Migración y Extranjería de Costa Rica.

Chile- En abril 2003, a petición del gobierno de Chile, la OIT preparó un informe técnico con recomendaciones sobre la propuesta presentada por la Comisión Chilena de Política Migratoria sobre una nueva política migratoria en Chile.
Instrumento Andino de Migración Laboral- Tras petición de la Comunidad Andina, en 2002, la OIT dio sus comentarios sobre el Instrumento Andino de Migración Laboral. 
Ecuador- A petición del gobierno de Ecuador, en septiembre 2006, la OIT realizó un informe con recomendaciones para crear una Dirección Nacional de Empleo con facultades en migraciones laborales y organizar unidades administrativas encargadas de las migraciones en el país.

B) Mujeres Migrantes Trabajadoras del Hogar
La OIT en colaboración con la OIM y con ASTRADOMES (Asociación de Trabajadoras Domésticas) llevó a cabo en San José, Costa Rica en 2001 trabajo sobre mujeres migrantes trabajadoras domésticas. El trabajo comprendió: a) una encuesta para identificar el nivel de conocimiento de los empleadores de las trabajadoras domésticas y de las trabajadoras mismas sobre sus derechos y obligaciones laborales y de seguridad social, así como para incrementar su conocimiento sobre condiciones de trabajo. 48 empleadores y  54 trabajadoras domésticas fueron entrevistados; b) un informe preparado a partir de los resultados de la encuesta; c) una rueda de prensa diseminando las conclusiones del informe; d) una campaña de información basada en la distribución de un folleto "Derechos y obligaciones laborales y de seguridad social de los empleadores de trabajadoras domésticas” y dos folletos “Derechos y obligaciones laborales y de seguridad social de las trabajadoras domésticas". Los folletos fueron distribuidos en supermercados y los domingos en las plazas o lugares típicos de encuentro de las trabajadoras domésticas como las iglesias y las congregaciones religiosas donde reciben cursos gratis de cocina y otros cursos. Los folletos fueron complementados con diseminación en debates locales (Televisión y radio). En total, la campaña de información informó sobre este tema a 10,000 empleadores y 15,000 trabajadoras domésticas.

La OIT organizó en Montevideo en diciembre de 2005, una reunión con centrales sindicales del Mercosur y de los países Andinos en la que se acordó llegar a la Declaración de Montevideo que, entre otros principios, incluye el de comprometerse “a trabajar para lograr que las justas reivindicaciones de las trabajadoras del hogar estén en el centro de las agendas sindicales, sociales y políticas, así como también en el centro de las Agendas de los Gobiernos de los países de la región para garantizar igualdad de derechos y mejores condiciones laborales y salariales de las trabajadoras del hogar”, y “luchar para la promoción de un Convenio Internacional que resguarde los derechos de las trabajadoras del hogar”. Asimismo, cada una de las centrales sindicales (tanto las del MERCOSUR como las de los países Andinos) acordaron “promover la organización sindical de las trabajadoras y trabajadores del hogar sin distinción de género, raza y origen”,   “mejorar la legislación de las condiciones laborales, salariales y de seguridad social que protejan a las trabajadoras del hogar”, y “organizar a nivel nacional, regional e internacional, el sector de las trabajadoras del hogar, y migrantes”.

Un segundo Seminario Sindical fue convocado por la OIT con centrales sindicales de Latinoamérica y España tuvo lugar en Asunción, Paraguay en noviembre del 2007 donde se discutieron propuestas y demandas del movimiento sindical para la igualdad de derechos y mejores condiciones de trabajo para las mujeres migrantes trabajadoras del hogar. En él se acordó trabajar considerando algunos ejes fundamentales que forman parte del programa de Trabajo Decente de la OIT, como nivelar las condiciones laborales de las trabajadoras domésticas a las del resto de la clase trabajadora, prevenir y erradicar el trabajo infantil, proteger las/os trabajadoras/es migrantes de la discriminación, promover la inclusión y cobertura de la protección y seguridad social de las trabajadoras del hogar y de las/os trabajadoras/es migrantes y organizar a las trabajadoras del hogar para que gocen de la libertad sindical y de la negociación colectiva. Las participantes hicieron un análisis de los avances en los últimos años y señalaron que el movimiento sindical cuenta con instrumentos y buenas prácticas de acción organizada a nivel nacional y sub regional a ser aprovechadas. Las demandas de las trabajadoras fueron asentadas en la Declaración de Asunción, documento final del seminario firmado por todas las participantes de diversas organizaciones de Argentina, Brasil, Chile, México, España, Uruguay y Paraguay. 
Con el fin de contribuir al trabajo sobre mujeres migrantes trabajadoras del hogar que se está haciendo en la región, la OIT está preparando en estos momentos un estudio “La situación del trabajo doméstico migrante y no-migrantes en América Latina y el trabajo de la OIT en el tema” que va a ser publicado en 2008.
C) Trabajo sobre Remesas en México
La OIT realizó en 2002 en México trabajo sobre una propuesta para involucrar a los migrantes en el desarrollo local de sus comunidades de origen en México basado en las remesas
. La propuesta estaba basada en la creación de asociaciones productivas en las zonas de expulsión de mano de obra, y en un esquema de asistencia técnica para el desarrollo empresarial. Entre septiembre de 2002 y febrero de 2003, se realizaron diez talleres de sensibilización, dos en el ámbito federal y ocho en el ámbito estatal. En total, el esquema fue presentado a unas 50 instituciones y se formó a 150 oficiales en el ámbito federal y en cuatro Estados con altas tasas de migración (Jalisco, Michoacán, Puebla, Zacatecas). En estos talleres participaron representantes de cuatro Secretarías de Estado (Trabajo, Desarrollo Social, Economía, Relaciones Exteriores), otras instituciones del Gobierno Federal, fundaciones, organizaciones del sector privado, de la sociedad civil y del sector académico. Como resultado, se presentaron a la OIT propuestas concertadas para planes de acción en cada uno de los cuatro Estados mencionados, con el fin de impulsar los primeros proyectos piloto que por un lado estimularan el desarrollo económico local, con el fin de reducir la expulsión de mano de obra de las comunidades y por el otro generaran beneficios para los migrantes y residentes mexicanos en el exterior. Con este fin, en cada uno de los cuatro Estados de Jalisco, Michoacán, Puebla y Zacatecas se formó un grupo interinstitucional de promoción y respaldo. 

También en 2004, en cooperación con la STPS, la Oficina realizó un estudio sobre el incremento de las remesas en México.
  El estudio concluye que el fenómeno tiene explicaciones multi-causales, pero que el ritmo de crecimiento de las remesas en los últimos años principalmente está relacionado con la reducción de los costos del envío y nuevas formas de registro. Proyecta que a mediano plazo las remesas ya no crecerán tanto como en los últimos años sino solo al ritmo de los flujos migratorios y conforme con los ingresos que los migrantes reciban en el exterior por concepto de su trabajo. Finalmente, la OIT/México realizó un estudio con la CTM sobre las implicaciones de la migración laboral desde la perspectiva laboral. El estudio concluye que los sindicatos todavía enfrentan un reto enorme en la integración del tema en sus agendas institucionales. Una de las principales recomendaciones es una más estrecha vinculación con organizaciones sindicales en los Estados Unidos en la materia y un acercamiento a los clubes y asociaciones de los migrantes.
D) Estadísticas

Durante 2007, la OIT trabajó en Ecuador incluyendo el módulo de estadísticas sobre migraciones dentro de la encuesta  de población económicamente activa.
E) Migración y Trabajo Infantil

En el 2008, se ha empezado a hacer trabajo en Bolivia, Colombia y Ecuador sobre el tema de la relación entre trabajo doméstico y migración.
F) Seminario Sub-regional en América Central y México
En abril 2004, la OIT llevó a cabo un seminario sub-regional tripartito sobre migraciones laborales en América Central y México en preparación a la discusión general de la CIT 2004 sobre trabajadores migrantes. El seminario comprendió organizaciones de trabajadores, de empleadores, así como de instituciones gubernamentales de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y República Dominicana y México. El objetivo general de este seminario sub-regional fue el de involucrar a los constituyentes de la OIT  en el debate y la elaboración de respuestas para una mejor protección laboral de los trabajadores migrantes.
4.
Proyectos de la OIT en la región
A) Proyecto- Fortalecimiento Institucional en Materia Migratoria para contribuir al desarrollo de los países de la región Andina (marzo 2008-agosto 2011)
El proyecto tiene como objetivo el fortalecimiento de las capacidades de los gobiernos, instituciones y actores sociales para la mejora de la gestión de los flujos migratorios entre España y los países de origen seleccionados: Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú y la Comunidad Andina (CAN). Para ello, se ha previsto establecer una instancia de coordinación intersectorial sobre la migración laboral en cada país, organizar sistemas de información por países y elaborar y difundir estudios sobre migración laboral que contribuyan a la formulación de políticas encaminadas a gestionar adecuadamente la migración y potencien sus beneficios en los países de origen y de destino, sirviendo, al mismo tiempo, de base para mejorar los marcos bilaterales de gestión de la migración laboral existentes.  De otro lado, el proyecto busca contribuir a mejorar las oportunidades laborales de los/las potenciales inmigrantes a través de la mejora de su formación profesional y sus competencias de acuerdo a la demanda laboral identificada en España. Se ha previsto trabajar en forma estrecha con las instituciones de formación de los países de origen y de España, promoviendo mecanismos de coordinación y acuerdos de cooperación para el establecimiento de acuerdos bilaterales de reconocimiento de competencias entre España y los países comprendidos en el proyecto. Finalmente, el proyecto establecerá un mecanismo de apoyo al retorno voluntario de inmigrantes, para lo que se propone elaborar una guía sobre las necesidades del mercado laboral y oportunidades de negocios en los países de origen, sistematizar experiencias exitosas para la canalización de parte de las remesas hacia el ahorro y la creación de microempresas y formular propuestas de programas y campañas orientadas a fomentar la capacidad de ahorro de los trabajadores/as inmigrantes. Se fortalecerán las capacidades de los servicios públicos de empleo en los países de origen para facilitar la reinserción laboral y micro-empresarial de los/las inmigrantes que retornen y se proporcionarán los materiales elaborados a los servicios de empleo en España para su amplia difusión entre trabajadores/as inmigrantes.  

B) Proyecto “Promoviendo el Empleo de las Mujeres Migrantes y el Bienestar de sus Familias en Nicaragua” (2001-2003)
El programa de acción “Promoviendo el Empleo de las Mujeres Migrantes y el Bienestar de sus Familias en Nicaragua” que se llevó a cabo entre 2002 y  2003 en Nicaragua tenía como objetivo principal el de promover trabajo decente para mujeres migrantes y mejorar el bienestar de sus familias, sobre todo de sus hijos en cuatro comunidades con alto índice migratorio en Nicaragua. El trabajo comprendió talleres de promoción del empleo y mejora de la formación de las trabajadoras nicaragüenses, talleres  para promover los Derechos de las Mujeres Trabajadoras Migrantes de Nicaragua, así como un Estudio de Hogares de Mujeres Nicaragüenses Emigrantes Laborales en Costa Rica y sus hogares en Nicaragua.
C) Proyecto “Promoción del Trabajo Decente para Mujeres Pobres y Mujeres Migrantes en Honduras, Nicaragua y Costa Rica” (2004-2005)

El objetivo principal del proyecto fue el de (i) promover las oportunidades de educación y alternativas de trabajo decente para las mujeres en comunidades migrantes pobres seleccionadas, (ii) incrementar la capacidad de los actores claves en Centroamérica en hacer resaltar las mayores preocupaciones en cuestiones de género que conciernen a su empleo, desarrollo de recursos humanos, reducción de la pobreza y políticas y programas migratorias y (iii) contribuir al intercambio de información y la diseminación de las implicaciones a nivel de políticas y programas para responder a las preocupaciones identificadas en cuestiones de género, empleo, pobreza y migración.

5.
Estudios de OIT sobre trabajadores migrantes en las Américas
Estudios sobre Migraciones Internacionales:

No. 12: Discrimination against racial/ethnic minorities in access to employment in the United Status: Empirical findings from situation testing

No. 35: United States Policies for Admission of Professional and Technical Workers: Objectives and Outcomes

No. 36: Employer Sanctions: French, German and US experiences

No. 50: Skilled Labour Migration from Developing Countries: Study on the Caribbean Region

No. 53: Situación de los trabajadores migrantes en América Central

No. 58: Migración de mano de obra calificada desde Argentina y Uruguay

No. 60: Migraciones laborales en Sudamérica: la Comunidad Andina

No. 61 Economic Integration in the Caribbean; The development towards a common labour market.

No. 63: Migraciones laborales en Sudamérica: el Mercosur ampliado

No. 65: Acuerdos bilaterales de migración de mano de obra: Modo de empleo

No. 66: Acuerdos bilaterales de migración de mano de obra: Estudios de casos

No. 70: Admisión, contratación y protección de trabajadores migrantes

Serie sobre Mujeres y migración:

Nicaragua: http://www.ilo.org/public/english/employment/gems/download/swmnic.pdf
Costa Rica: http://www.ilo.org/public/english/employment/gems/download/swmcos.pdf
Bolivia: http://www.ilo.org/public/english/employment/gems/download/swmbol.pdf
Estudio de la Oficina Subregional del Área Andina:

No. 178. El desafío de la solidaridad: Condiciones de vida y de trabajo de los migrantes peruanos en Chile, 2004.
6.
Convenios de OIT sobre trabajadores migrantes

Existe una amplia gama de normas internacionales que proporcionan parámetros para la reglamentación de la migración internacional. La OIT tiene un sistema muy completo de normas, unido a un mecanismo tripartito único de control o supervisión que incluye un examen de su aplicación a cargo de expertos jurídicos independientes. Los instrumentos que se refieren a los trabajadores migrantes son los dos Convenios específicos núms. 97 y 143 y las recomendaciones que los acompañan, y los instrumentos de la OIT sobre los principios y derechos fundamentales, así como — en principio — todas las demás normas de la OIT.
La OIT ha formulado normas que versan específicamente sobre los trabajadores migrantes: el Convenio núm. 97 y el Convenio núm. 143 que abarcan la emigración, la inmigración y el tránsito, y se aplican a quienes emigran de un país a otro en busca de un empleo que no consista en un trabajo por cuenta propia. Con la excepción del artículo 8 del Convenio núm. 97 y, en cierta medida, de la Parte II del Convenio núm. 143, no se distingue en esos instrumentos entre los migrantes permanentes y los demás. Lo dispuesto en estos instrumentos no depende de la reciprocidad y se aplica también a los refugiados y a las personas desplazadas, a condición de que sean trabajadores empleados fuera de su país de origen 
. Ambos convenios 
 excluyen de su aplicación  a la gente de mar y a los trabajadores fronterizos, así como a los artistas y las personas que ejerzan una profesión liberal y que entren en el país «por un período de corta duración». En el Convenio núm. 143 se excluye también de lo dispuesto en las disposiciones generales de la Parte II a quienes reciben formación y a los trabajadores admitidos temporalmente para cumplir trabajos o funciones específicos.
Los instrumentos de la OIT abogan por la formulación de contratos tipo para regir la situación de los trabajadores migrantes. Se opta por esta solución en el artículo 22 del Acuerdo-tipo sobre las migraciones temporales y permanentes de trabajadores, con inclusión de la migración de refugiados y personas desplazadas, que constituye el anexo de la Recomendación sobre los trabajadores migrantes (revisada), 1949 (núm. 86) y que propugna asimismo, entre otras cosas, que en los acuerdos bilaterales se incluyan disposiciones relativas a la igualdad de trato entre los migrantes y los nacionales y que se prevean medidas apropiadas en lo que atañe a los derechos adquiridos en materia de seguridad social.

En consonancia con la Declaración de la OIT de 1998 relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento («Declaración de 1998»), todos los Estados Miembros, aun cuando no hayan ratificado los convenios aludidos, tienen un compromiso, que se deriva de su mera pertenencia a la Organización, de respetar, promover y hacer realidad, de buena fe y de conformidad con la Constitución, los principios relativos a los derechos fundamentales que son objeto de esos convenios, es decir: la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil; y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación. Los principios y derechos fundamentales en el trabajo son universales y aplicables a todas las personas en todos los Estados, independientemente de su nivel de desarrollo económico. Se aplican, pues, a todos los trabajadores migrantes sin distinción, ya sean temporales o permanentes, regulares o en situación irregular. Además, la Declaración de 1998 hace referencia explícitamente a los grupos que tienen necesidades especiales, entre ellos los trabajadores migrantes. Todas esas normas, que amparan a los trabajadores migrantes al igual que a todos los demás trabajadores, son, por consiguiente, vinculantes para la gran mayoría de los Estados Miembros de la OIT.

Además de los principios y derechos fundamentales en el trabajo y de las normas que se refieren específicamente a los trabajadores migrantes, todas las demás normas 
 de la OIT son aplicables también — en principio — a los trabajadores migrantes 
. Algunas de ellas los mencionan específicamente. 

En todas las normas de la OIT relativas a la seguridad social vigentes se define el grado personal de cobertura sin tener en cuenta la nacionalidad 
 y en casi todas ellas hay cláusulas similares sobre la igualdad de trato entre los trabajadores nacionales y los extranjeros en el país de inmigración. No obstante, el Convenio sobre la igualdad de trato (accidentes del trabajo), 1925 (núm. 19) 
 establece específicamente el derecho a la igualdad de trato de los trabajadores extranjeros de cualquier otro Estado que haya ratificado el Convenio, en lo tocante a la indemnización de los accidentes de trabajo. El Convenio sobre la igualdad de trato (seguridad social), 1962 (núm. 118) 
 estipula el derecho a la igualdad de trato en las nueve ramas de la seguridad social. En cada una de las nueve ramas que acepte, el Estado parte se compromete a conceder en su territorio a los nacionales de cualquier otro Estado que haya ratificado el Convenio la igualdad de trato con sus propios nacionales. Así pues, en el caso de las disposiciones de uno y otro convenio rige el principio de la reciprocidad.

Las observaciones de los órganos de control de la OIT confirman la aplicación en la práctica de ciertos instrumentos. Entre los instrumentos de particular interés en el caso de los trabajadores migrantes cabe citar el reciente Convenio sobre la seguridad y la salud en la agricultura, 2001 (núm. 184) 
. El Convenio sobre las agencias de empleo privadas, 1997 (núm. 181) 
 contiene importantes disposiciones encaminadas a impedir que se abuse de los trabajadores migrantes en relación con la contratación y colocación por conducto de agencias de empleo privadas.

Según el Convenio sobre el fomento del empleo y la protección contra el desempleo, 1988 (núm. 168) 
, los trabajadores migrantes en situación regular deben gozar de la igualdad de trato y no ser objeto de discriminación basada, entre otras cosas, en la raza, el color, el sexo, la nacionalidad o el origen étnico, con miras a la promoción de un pleno empleo, productivo y libremente elegido.

El Convenio sobre la protección del salario, 1949 (núm. 95) 
 es también interesante a este respecto y se aplica a todos los trabajadores sin distinción. El Convenio núm. 95 prohíbe asimismo los descuentos del salario para el pago a agencias que no sean gratuitas, con la finalidad de conseguir o de conservar un empleo 
.

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR) ha examinado también otras normas aplicables a los trabajadores migrantes, entre ellas las siguientes normas actualizadas: el Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81) 
, el Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969 (núm. 129) 
, el Convenio sobre las cláusulas de trabajo (contratos celebrados por las autoridades públicas), 1949 (núm. 94) 
, el Convenio sobre las plantaciones, 1958 (núm. 110) 
, y el Convenio sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122) 
.

La denegación de los derechos sindicales y la discriminación antisindical contra los trabajadores migrantes, incluso los que están en situación irregular 
, por países que han ratificado esos convenios ha suscitado comentarios de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR) y del Comité de Libertad Sindical de la OIT (CFA), que han reafirmado una y otra vez los derechos fundamentales de los trabajadores, incluidos los trabajadores migrantes, a constituir sindicatos y a afiliarse a ellos, así como a estar protegidos contra todo acto de discriminación basada en sus actividades sindicales.

En lo que se refiere a los trabajadores migrantes en situación irregular, el Comité de Libertad Sindical consideró que el artículo 2 del Convenio núm. 87 «reconoce el derecho de los trabajadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, a afiliarse a las organizaciones que estimen convenientes. La única excepción autorizada por el Convenio núm. 87 está prevista en el artículo 9 de dicho instrumento y se refiere a las fuerzas armadas y a la policía». En contraste con dicho caso, en el caso Hoffman no se ponía en tela de juicio que los trabajadores migrantes en situación irregular deberían gozar del derecho fundamental a la libertad sindical, sino que se ponderaron las medidas encaminadas a subsanar los despidos ilegales de trabajadores indocumentados, con objeto de garantizar una protección efectiva contra los actos de discriminación antisindical

Trabajadores migrantes en situación irregular

El Convenio núm. 97, la Recomendación núm. 86 y la Parte II del Convenio núm. 143 versan únicamente sobre la protección de los trabajadores migrantes admitidos regularmente con fines de empleo, mientras que la Parte I del Convenio núm. 143 y varias disposiciones de la Recomendación núm. 151 se refieren explícitamente a la supresión de los flujos migratorios clandestinos y a la protección de los trabajadores migrantes en situación irregular. Cabe recordar que todo Estado que ratifique el Convenio puede excluir la Parte I o la Parte II al aceptar el Convenio.

En virtud del artículo 1 del Convenio núm. 143, los Estados ratificantes se comprometen a proteger los derechos humanos fundamentales de «todos los trabajadores migrantes». A este respecto, la estructura del Convenio núm. 143 es similar a la de la Convención de las Naciones Unidas, en el sentido de que ésta se refiere en la Parte III a «los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares», mientras que otros derechos enumerados en la Parte IV versan sobre «los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados o se encuentren en situación regular».

En lo que atañe a las prestaciones de la seguridad social, los instrumentos de la OIT sobre el particular no mencionan la protección de los trabajadores migrantes en situación irregular. Cabe decir lo mismo de otros instrumentos internacionales que tratan de los trabajadores migrantes en situación irregular y de la seguridad social. Se constata, sin embargo, una excepción en el Convenio núm. 143, que estipula que los trabajadores migrantes en situación irregular deberán tener los mismos derechos que los trabajadores migrantes regulares en lo tocante a los derechos de seguridad social derivados de su empleo anterior. Hay que interpretar esta disposición en el sentido de la adquisición del derecho a prestaciones a largo plazo. A este respecto, del Estudio general sobre los trabajadores migrantes se deduce que «empleo anterior» designa tanto el empleo legal como el ilegal previos. En el párrafo 34, 1), b) de la Recomendación núm. 151, complementaria del Convenio núm. 143, se recomienda que — cualquiera que sea su situación — los trabajadores migrantes que se vayan del país de empleo deberían tener derecho a las prestaciones que «se le[s] debiere[n] por concepto de accidente del trabajo o enfermedad profesional» 
.

En la práctica, en la mayoría de los países de recepción de trabajadores migrantes, las prestaciones de la seguridad social dependen del empleo o la residencia legales en el país (en Francia, por ejemplo) o de la posesión de un permiso de trabajo válido (como es el caso en el Líbano y en el Reino Unido), pero en otros (Luxemburgo y Noruega, por ejemplo — véase el Estudio general sobre los trabajadores migrantes de 1980, de la CEACR) se considera que la condición jurídica de los trabajadores migrantes carece de importancia a este respecto. Hay países que parecen preferir que los trabajadores migrantes en situación irregular estén protegidos únicamente contra los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales. En un caso concreto (Bélgica), las normas que rigen las prestaciones en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional son legislativas y, por ende, de cumplimiento obligatorio: no se puede alegar la nulidad de un contrato con un trabajador en situación irregular para eludir el pago de la indemnización. Si el empleador no está asegurado, el que la paga es el Fondo de Indemnización de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, que reclama luego esa suma al empleador. Si el trabajador no está afiliado, el empleador ha de abonar las cotizaciones adeudadas.

En lo que se refiere al acceso de los trabajadores migrantes en situación irregular a los servicios públicos de salud, en la inmensa mayoría de los Estados Miembros se tiende a no concederles tal protección, si bien hay excepciones en ciertos casos, con fines de tratamiento médico de urgencia.

En cuanto a la expulsión, los órganos de control han insistido en el respeto de la disposición del Convenio núm. 143 que estipula que no debe ser el trabajador quien corra con los costos de la expulsión. En la práctica, es más importante todavía determinar si se garantiza o no el respeto de los derechos humanos básicos y fundamentales de los trabajadores migrantes en los casos de expulsión y si dichos trabajadores pueden recurrir contra tales decisiones.

Aunque se puede discutir el contenido de los derechos esenciales y la medida en la cual pueden aplicarse en la práctica en el caso de los trabajadores migrantes irregulares, es evidente la necesidad de promover una mejor aplicación de las normas del trabajo a todos los trabajadores migrantes. Debe quedar claro que no es posible poner en tela de juicio la obligación de todos los Estados de proteger los derechos humanos fundamentales de todas las personas que residan en su territorio, independientemente de que estén en situación regular o irregular. Procede insistir también en que la protección de los derechos de los trabajadores migrantes en situación irregular es ilusoria si se les dificulta el acceso a recursos de apelación, sobre todo cuando la legislación y la práctica en materia de inmigración entran en conflicto con el derecho laboral nacional.

En cuanto a la gestión de la migración internacional, no siempre está clara la delimitación entre la protección de los trabajadores que desean emigrar con fines de empleo, la lucha contra la migración irregular y la salvaguardia de los derechos humanos. Aunque los intentos de frenar la migración irregular son legítimos y necesarios, es al mismo tiempo crucial respetar los derechos humanos fundamentales.

La forma más adecuada de tratar la migración irregular debería empezar con una gestión de la migración que respete los derechos de todos los migrantes, tomando como base los instrumentos internacionales 
. La migración irregular debería abordarse como una cuestión de carácter laboral, y no meramente como una cuestión jurídica y relacionada con la seguridad, ya que las causas de la misma son con frecuencia desequilibrios estructurales en el mercado de trabajo. El diálogo social puede ayudar a los gobiernos a encontrar soluciones aceptables, ya que tanto a ellos como a los empleadores y a los sindicatos les interesa que mejore la situación.

El Convenio núm. 97 ha sido objeto de 42 ratificaciones en total, más de la mitad de las cuales corresponden a países de emigración neta. Según la Encuesta de migraciones laborales internacionales, 12 Estados Miembros tienen en estudio la ratificación y 34 han manifestado que no pensaban ratificarla. El obstáculo mencionado más a menudo es la incompatibilidad entre el Convenio y la legislación nacional. El Convenio núm. 143 ha sido ratificado por 18 Estados Miembros, incluidos países tanto de inmigración como de emigración netas. Diez Estados Miembros tienen también en estudio la ratificación de este Convenio, pero 40 Estados han indicado que no se proponen hacerlo. También en este caso, el obstáculo mencionado más a menudo fue la incompatibilidad entre el Convenio y la legislación nacional.
Los instrumentos específicos sobre los trabajadores migrantes no han sido objeto de un gran número de ratificaciones, mientras que los niveles de ratificación de los demás convenios pertinentes de la OIT varían mucho. Abundan, por supuesto, las ratificaciones de los convenios fundamentales.
El impacto de las normas, tanto de los convenios como de las recomendaciones, no se limita a su influencia en los países ratificantes. Los Estados Miembros las utilizan también como modelo y las aplican independientemente de la ratificación. En general, los países propenden a aplicar las disposiciones de esos instrumentos de un modo global, si bien en menor medida cuando requieren la adopción de medidas específicas en relación con la protección de los trabajadores migrantes 
.

En lo que se refiere al control y la supervisión de las normas, el sistema de la OIT se compone de varios elementos, entre ellos el mecanismo de control basado en la presentación periódica de memorias, que examina luego la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR), integrada por 20 expertos jurídicos independientes. El informe sobre dicho examen preparado por la CEACR es objeto de una discusión tripartita en la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia durante la reunión de la Conferencia de la OIT. Este sistema proporciona información sobre la aplicación real de las normas de la OIT y permite observar su impacto en la práctica. Este tipo de supervisión se refiere a los convenios ratificados. Se observa asimismo el impacto de los convenios no ratificados y de las recomendaciones, si bien de manera menos sistemática, por medio de estudios generales como el efectuado en 1999 en relación con los dos convenios, y las dos recomendaciones complementarias, sobre los trabajadores migrantes 
. Desde 1955, la OIT ha llevado a cabo todos los años un estudio general de esa índole, referente a uno o varios instrumentos sobre un tema concreto.

El Convenio núm. 143 se aplica, pues, también a los trabajadores temporales y a otros trabajadores migrantes admitidos regularmente, si bien el derecho a la igualdad de trato de un trabajador migrante temporal cuando pierde el empleo se limita a la duración de su permiso de residencia o de trabajo. Dicho de otro modo, los trabajadores migrantes temporales que pierden su empleo tienen derecho a buscar nuevas oportunidades de empleo mientras sigan teniendo derecho a residir en el país, es decir por el resto del período de validez de su permiso de trabajo o de residencia 
. La práctica a este respecto varía, pero varios países parecen permitir que los trabajadores migrantes temporales busquen otro empleo para el tiempo que les quede conforme a su permiso de residencia.
En cuanto a la seguridad social, en los instrumentos pertinentes no se distingue entre los trabajadores migrantes temporales y otros migrantes en situación regular. Pero los requisitos relativos a la residencia pueden coartar la posibilidad de que los trabajadores migrantes temporales tengan derecho a prestaciones. En lo tocante a la conservación de los derechos adquiridos al irse del país (incluida la exportación de las prestaciones), y al derecho a acumular los derechos adquiridos en diferentes países, las normas vigentes prevén esos derechos, pero limitados por el principio de la reciprocidad. Como lo recomiendan las normas de la OIT, la seguridad social es a menudo objeto de acuerdos bilaterales o multilaterales 
. En algunos casos, y si no hay tales acuerdos, a los trabajadores migrantes que se van del país se les concede el reintegro de las cotizaciones que hayan abonado en relación con prestaciones a largo plazo.
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� 	OIT: Trabajo decente en las Américas: una agenda hemisférica, 2006-2015,  Informe del Director General, XVI Reunión Regional Americana, Brasilia, mayo de 2006, extracto directo de las pp. 74-77.


� 	Existen algunos instrumentos que tratan este tema. En América Central, cabe mencionar la Declaración de Tegucigalpa de junio de 2005; en el Caribe, los acuerdos de la XI Reunión del Consejo para el Desarrollo Humano y Social de la Comunidad del Caribe (CARICOM) de 2004; en la Subregión Andina, la Decisión 545 o Instrumento Andino de Migración Laboral de junio de 2003; y finalmente, la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR de diciembre de 1998. Estos son instrumentos útiles para la migración intrarregional, pero sólo prevén mecanismos declaratorios en relación con la migración extrarregional, que es el tipo predominante. 


� 	La firme aplicación de dichas leyes incluye protecciones básicas para garantizar el pago del salario mínimo y lugares de trabajo seguros y saludables para todos los trabajadores, independientemente de su condición migratoria. Además, en julio de 2004, la Secretaría de Trabajo de Estados Unidos y el Secretario de Relaciones Exteriores de México firmaron un acuerdo conjunto para mejorar las condiciones laborales de los trabajadores mexicanos.


� 	En el marco de este acuerdo,  la División de Salarios y Horas y la Oficina de  Administración de Salud y Seguridad Ocupacionales del Departamento de Trabajo de Estados Unidos firmaron dos Cartas de intención junto con la Secretaría de Relaciones Exteriores de México.


� 	Mario López Espinosa: Remesas de mexicanos en el exterior y su vinculación con el desarrollo económico, social y cultural de sus comunidades de origen", OIT Ginebra 2002, International Migration Papers No. 59


� 	“El redescubrimiento de las remesas en el 2000: Un fenómeno político, tecnológico y contable", elaborado por la Dra. María Celia Toro del  Colegio de México.


� 	OIT: Estudio general sobre el Convenio sobre los trabajadores migrantes (revisado9, 1949 (núm.97) y la Recomendación (núm.8) y el Convenio sobre los trabajadores migrantes (disposiciones complementarias), 1975 (núm.143) y la Recomendación (núm. 151) (Ginebra, Conferencia Internacional del Trabajo, 87.a reunión, 1999), Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, párrafo 101.


� 	Con arreglo al artículo 11 del Convenio núm. 143 se excluye a las categorías mencionadas del alcance de su Parte II únicamente.


� 	La OIT ha adoptado un gran número de instrumentos sobre el particular relativos a la gente de mar, que van a refundirse en un nuevo instrumento en este ámbito que se examinará en la 94.ª reunión (marítima) de la Conferencia Internacional del Trabajo, en 2005. Habida cuenta de la discusión que se celebrará en 2005, esas normas no figuran en el presente informe.


� 	El 17 de septiembre de 2003, la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una opinión consultiva decisiva, que refuerza claramente la aplicación de las normas internacionales del trabajo a los trabajadores no nacionales, en particular a los que están en situación irregular. La Corte estimó que la no discriminación y el derecho a la igualdad son «jus cogens» y aplicables a todos los residentes, independientemente de su condición migratoria.


� 	Confirma su aplicabilidad a los trabajadores migrantes el hecho, entre otras cosas, de que los órganos de control de la OIT se hayan referido concretamente a ellos en su labor ordinaria de control, por ejemplo, a propósito de la aplicación del Convenio sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, 1964 [Cuadro I modificado en 1980] (núm. 121) y del Convenio sobre asistencia médica y prestaciones monetarias de enfermedad, 1969 (núm. 130).


� 120 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� 38 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� Tres ratificaciones al 12 de febrero de 2004. No se dispone de información sobre la aplicación práctica de este instrumento porque ha sido adoptado hace poco. En lo tocante a su idoneidad en este contexto, véanse más adelante «Trabajadores migrantes en la agricultura», párrafos 276-278.


� 14 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� 6 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� 95 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� OIT: Protección del salario. Normas y salvaguardias relativas al pago de la remuneración de los trabajadores, Estudio general de las memorias relativas al Convenio (núm. 95) y a la Recomendación (núm. 85) sobre la protección del salario, 1949, Conferencia Internacional del Trabajo, 91.ª reunión, Informe III (Parte 1B), Ginebra, 2003, párrafo 267.


� 130 ratificaciones al 12 de febrero de 2004. Entre otras cosas, la CEACR ha pedido a los Estados partes en el Convenio que informen sobre el nivel de los recursos asignados a la inspección del trabajo, indicando si bastan para la supervisión de los trabajadores migrantes, así como sobre el modo en que se recopilan estadísticas fidedignas, en particular a propósito de las enfermedades profesionales de largo período de incubación a las que puedan estar expuestos los trabajadores migrantes (Informe de la CEACR, Conferencia Internacional del Trabajo, 90.ª reunión, Ginebra, 2002, pág. 232).


� 41 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� 59 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� 12 ratificaciones al 12 de febrero de 2004.


� 94 ratificaciones al 12 de febrero de 2004. En lo que se refiere a la política de empleo, véanse también la Recomendación sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122) y la Recomendación sobre la política del empleo (disposiciones complementarias), 1984 (núm. 169).


� OIT: 327.º Informe del Comité de Libertad Sindical, Consejo de Administración, 283.ª reunión, Ginebra, marzo de 2002, documento GB.283/8, párrafo 561). (OIT: 332.º Informe del Comité de Libertad Sindical, Consejo de Administración, 288.ª reunión, Ginebra, noviembre de 2003, documento GB. 288/7 (Parte II), caso núm. 2227).


�  	A este respecto, la CEACR había afirmado ya en su Estudio general sobre los trabajadores migrantes de 1980 que podrían proponerse disposiciones similares en el caso de futuras intervenciones.


� 	Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas: Informe de la Relatora Especial sobre los derechos humanos de los migrantes, presentado a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Ginebra, 10 de abril de 2003, documento E/CN.4/2003/85.


� 	Véase el Estudio general, 1999, op. cit., párrafo 647.


� 	Con arreglo a lo dispuesto en los párrafos 5, e), 6, d) y 7, b) del artículo 19 de la Constitución de la OIT.


� 	Antes de las aclaraciones que figuran en el Estudio general de 1999, se solía entender erróneamente esas disposiciones, en el sentido de que el Convenio núm. 143 impedía a los Estados exigir a los trabajadores migrantes que regresaran a su país al expirar su contrato. La práctica pertinente de la CEACR muestra que eso no es así.


� 	Véase más información sobre los acuerdos bilaterales de seguridad social en: http://www.ilo.org/public/�english/protection/socsec/pol/publ/index.htm.






